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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintisiete de octubre de dos mil quince
Acta N°_____de 27 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por la señora MARINA TABARES MARIN contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, la FIDUPREVISORA S.A. y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE DOSQUEBRADAS.
ANTECEDENTES

Indica la señora Tabares Marín que el 22 de junio de 2015, a través de su procurador judicial, solicitó a la Fiduprevisora S.A. información relacionada con la aprobación del proyecto de acto administrativo elaborado por la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, mediante el cual se da cumplimiento al mandamiento ejecutivo librado a su favor y en contra de la Nación –Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira en auto del 13 de abril de 2011.

Sostiene que el citado mandamiento de pago, fue librado teniendo como título de recaudo la sentencia proferida por ese mismo despacho el 28 de mayo de 2008, confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en sentencia del 16 de enero de 2009, mediante la cual le fue reconocida la pensión de jubilación. 

Afirma que el 1º de julio de 2015, la Secretaría de Educación de Dosquebradas le informó que la totalidad de los documentos requeridos para impartir aprobación al proyecto de acto administrativo  fueron radicados ante la Fiduprevisora S.A. el día 9 de diciembre de 2014, haciéndole notar de paso, que dicha dependencia ya había realizado las gestiones a su cargo para lograr el cumplimiento de la sentencia por medio de la cual le fue reconocida la gracia pensional.

No obstante lo anterior, la entidad receptora no le ha brindado información respecto al trámite y por vía telefónica solo ha obtenido la negativa del pago de la obligación reclamada por concepto de reajuste pensional, razón por la cual acude a la vía de tutela para obtener la protección de su derecho fundamental de petición, haciendo claridad que ya agotó todos los mecanismos ordinarios previstos para lograr el cumplimiento de la sentencia que le reconoció la prestación reclamada,  recalcando  el hecho de que la solicitud de medidas cautelares se torna ineficaz e improcedente, dado que los recursos administrados por las entidades accionadas pertenecen a la educación y son inembargables.
Consecuente con lo anterior, solicita que las entidades accionadas de manera coordinada realicen las gestiones a su cargo con el fin de que sea aprobado el proyecto de acto administrativo que acata la sentencia del 13 de abril de 2011 proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de esta ciudad.
TRAMITE IMPARTIDO

Admitida la acción de tutela, se corrió traslado por dos (2) días a las entidades accionadas, a efectos de que ejercieran su derecho de defensa.
La Secretaría de Educación de Dosquebradas, insistió en el hecho de haber realizado todas las gestiones a su cargo con el fin de atender la solicitud que hiciera la tutelante en orden al pago del crédito ordenado a su favor en una sentencia judicial, afirmando que el trámite subsiguiente corresponde a la Fiduprevisora, entidad que considera ha dilatado de manera caprichosa el cumplimiento de la decisión judicial y del mandamiento ejecutivo, dado que, desde el 9 de diciembre de 2014 esa dependencia envió a la Fiduciaria accionada la comunicación 761 de la misma fecha, por medio de la cual remitió 96 folios correspondientes a la documentación que soporta la solicitud de pago del citado fallo, sin obtener respuesta de su parte.

Resalta que siempre ha atendido los requerimientos de la accionante, por lo que estima que no ha vulnerado su derecho de petición, razón por la cual solicita que se niegue la protección solicitada en relación con esa dependencia.

El Ministerio de Educación Nacional en su oportunidad, luego de hacer un recuento normativo relacionado con sus funciones, precisó que es la Fiduciaria La Previsora S.A. la entidad que participa en el trámite para el reconocimiento de las prestaciones del magisterio dando el visto bueno previo al proyecto de acto administrativo remitido por las Secretarías de Educación del país y asignando el presupuesto para el pago de obligaciones de esa naturaleza y de sentencias ejecutoriadas, previa existencia de disponibilidad presupuestal, por lo que solicitó su desvinculación al presente trámite, máxime cuando el derecho de petición que se reclamada desatendido no fue radicado en esa cartera ministerial.
La Fiduciaria La Previsora S.A. guardó silencio dentro del término concedido para pronunciarse respecto a los hechos y peticiones de la acción.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de respuesta por parte de las accionadas a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

1. DERECHO DE PETICIÓN

El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Al respecto debe reiterarse que el derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez el artículo 9º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona podrá presentar peticiones en interés particular”.

Es así, que su verdadero y sentido implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.

2. EFECTOS DEL SILENCIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA DURANTE EL TRÁMITE DE TUTELA.   
 
Ha sido consistente la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sostener que cuando el accionado no atiende los requerimientos efectuados por el juez de tutela, con el fin de que dé respuesta a los hechos expuestos en la demanda, ni justifica tal omisión, debe darse aplicación a la presunción de veracidad consagrada en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

La Corte Constitucional, en sentencia T – 825 de 2008 señaló en relación con la presunción de veracidad lo siguiente:

 “La presunción de veracidad consagrada en esta norma [Artículo 20 del  Decreto 2591 de 1991] encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no se pueden desatender sin consecuencias, bien que se dirijan a particulares, ya que deban cumplirlas servidores o entidades públicas. Hecha la anterior precisión, la Corte ha establecido que la consagración de esa presunción obedece al desarrollo de los principios de inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela, y se orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales fundamentales y el cumplimiento de los deberes que la Carta Política ha impuesto a las autoridades estatales (Artículos 2, 6, 121 e inciso segundo del artículo 123 C.P.).
3. CASO CONCRETO
En el presente asunto, la parte actora se duele de la falta de respuesta definitiva y de fondo a la solicitud elevada el día 22 de junio de 2015, ante la Fiduprevisora S.A., a través de la cual pretende información relacionada con al trámite de aprobación y ejecución material del proyecto de acto administrativo remitido por la Secretaría de Educación del Municipio de Dosquebradas, por medio del cual se pretende dar cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira el 28 de mayo de 2008, confirmada por el Tribunal Administrativo de Risaralda el 16 de enero de 2009 y a la orden impartida el 14 de marzo de 2012 por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión de esta ciudad, de continuar con la ejecución de dicha providencia, por medio de la cual se dispuso el reajuste de la pensión de jubilación.

En efecto, tal como se evidencia a folio 9 del expediente, la referida comunicación fue recibida por la Fiduprevisora el 22 de junio 2015; no obstante, ninguna prueba obra en el plenario que dé cuenta de que tal petición se encuentre satisfecha, dado que la destinataria guardó silencio en relación con los hechos y peticiones que motivaron el actual trámite, omisión que reafirma lo manifestado en el libelo introductor y que conllevará al amparo del derecho fundamental de petición que le asiste a la actora.

En consecuencia, se dispondrá a la Fiduprevisora S.A. a través del Vicepresidente (e) del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, doctor Carlos Alberto Díaz,  que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del día siguiente en que se surta la notificación de la presente providencia, proceda a dar respuesta a la referida petición.
En cuanto a la solicitud dirigida a que las entidades accionadas “agoten de manera coordinada las gestiones interadministrativas tendientes a impartir aprobación al proyecto de acto administrativo que acate y de cumplimiento a la providencia dictada el 13 de abril de 2011 por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Pereira”, la misma no está llamada a prosperar, dado que tal pretensión fue objeto de protección constitucional mediante providencia proferida el día 27 de septiembre de 2013, dentro de la acción que de igual naturaleza  y entre las mismas partes se tramitó en esta Corporación.  

Es del caso precisar que las actuaciones tendientes al cumplimiento del referido fallo por parte de la Fiduprevisora S.A. se archivaron temporalmente, mediante auto de fecha 15 de julio de 2015, dado que el impulso del trámite administrativo correspondía a la actora, pues debía aportar a la Secretaría de Educación de Dosquebradas, una copia auténtica de la sentencia que reconoció a su favor el reajuste pensional, con el fin de que el ente territorial pudiese enviar a la citada Fiduciaria el proyecto de acto administrativo para su aprobación; no obstante, en la citada providencia, se hizo claridad en relación con la posibilidad de la señora Tabares Marín de reabrir la actuación, frente a un eventual incumplimiento de la Fiduprevisora S.A., lo cual ocurre en el presente caso.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE
PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición del cual es titular la señora MARINA TABARES MARIN respecto al derecho fundamental de petición.

SEGUNDO: ORDENAR a la Fiduciaria La Previsora S.A. a través de su Vicepresidente (e) del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio,  doctor Carlos Alberto Díaz, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas,  contadas a partir del día siguiente en que se surta la notificación de la presente providencia, proceda a dar respuesta a la solicitud formulada por la señora MARINA TABARES MARIN  el día 22 de junio de 2015.
TERCERO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes, comunicándoles que cuentan con el término de tres días hábiles para impugnar la decisión. 

CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN               

                                                                                             Magistrada
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
       Secretaria
7

